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e) ¿Cuáles son los méritos que concurren en las personas a las que Vd. Hizo 
entrega de placas en nombre del Ayuntamiento de El Bercial en las Fiestas 
Patronales del año 2015? 

f) ¿Cuál ha sido el importe de las “atenciones protocolarias” del año 2015 y en 
qué partida de gastos figuran?  

g) Cuándo tienen prevista la finalización y puesta en funcionamiento de la 
Vivienda Tutelada de Mayores? 

h) Informe de viabilidad y documentación justificativa de los gastos de la pista de 
pádel 

i) ¿Cómo hizo Vd. saber a todos los vecinos que la leña de los pinos estaba 
disponible para quien la quisiera? 

j) Copia del acta del Pleno del día 7 de julio de 2016, así como información 
sobre cuánto cobraban el Alcalde Pedáneo y los Vocales de la Junta Vecinal 
en la pasada legislatura 

k) Documentación justificativa de los gastos de dietas, locomoción e 
indemnizaciones por razón del servicio de los órganos de Gobierno, de los 
años 2012, 2013 y 2014 que dice Vd. Que cobró en anterior Secretario. 

 
Al no recibir contestación a su solicitud de acceso a la información,  

 considera desestimada la misma por silencio administrativo y, 
en consecuencia, tal y como ya se ha indicado, mediante escrito de 7 de 
noviembre de 2016, y fecha de entrada en el registro de este organismo el 
siguiente 10 de noviembre, interpone reclamación al amparo del artículo 24 de la 
LTAIBG. 
 

2. El siguiente 11 de noviembre, por la Oficina de Reclamaciones de las 
Administraciones Territoriales de este Consejo se dio traslado del expediente, por 
una parte, a la Oficina de Transparencia de la Junta de Comunidades de Castilla-
La Mancha para conocimiento y, por otra parte, a la Entidad Local Menor  de El 
Bercial a fin de que, en el plazo de quince días hábiles, formulasen las 
alegaciones que estimasen por conveniente, aportando, asimismo, toda la 
documentación en la que fundamentar las alegaciones que pudieran realizar..  
 

Transcurrido dicho plazo, por parte de la Oficina de Reclamaciones de las 
Administraciones Territoriales de esta Institución se reitera la solicitud de 
alegaciones en dos ocasiones sin que a la fecha en la que se dicta esta 
Resolución se hayan recibido las mismas. 

 
II.  FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 
1. De conformidad con lo previsto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con su 

artículo 38.2.c) y el artículo 8.2.d) del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, 
por el que se aprueba el Estatuto del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, 
la Presidenta de este organismo es competente para resolver, con carácter 
potestativo y previo a un eventual recurso contencioso-administrativo, las 
reclamaciones que se presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la 
información.  
 

2. A tenor del artículo 24.6 de la LTAIBG, el Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno tiene competencia para conocer de las reclamaciones que regula dicho 
precepto “salvo en aquellos supuestos en que las Comunidades Autónomas 
atribuyan dicha competencia a un órgano específico, de acuerdo con lo establecido 
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en la disposición adicional cuarta de esta Ley”. Tal disposición prevé en sus 
apartados 1 y 2 lo siguiente:  

 
“1. La resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 
corresponderá, en los supuestos de resoluciones dictadas por las 
Administraciones de las Comunidades Autónomas y su sector público, y 
por las Entidades Locales comprendidas en su ámbito territorial, al 
órgano independiente que determinen las Comunidades Autónomas. 
(…).  
 
2. Las Comunidades Autónomas podrán atribuir la competencia para la 
resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 al Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno. A tal efecto, deberán celebrar el 
correspondiente convenio con la Administración General del Estado, en 
el que se estipulen las condiciones en que la Comunidad sufragará los 
gastos derivados de esta asunción de competencias”. 

En desarrollo de las anteriores previsiones normativas el Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno y la Vicepresidencia de la Junta de Comunidades 
de Castilla-La Mancha suscribieron el pasado 30 de diciembre de 2015 un 
Convenio para la atribución de la competencia al citado Consejo para la resolución 
de las reclamaciones previstas en el citado artículo 24 LTAIBG respecto de las 
resoluciones dictadas por aquella Administración Autonómica y su sector público, y 
por las Entidades Locales incluidas en su ámbito territorial y su sector público. 
 

3. Precisadas las reglas sobre competencia orgánica para dictar esta Resolución, por 
lo que respecta al fondo del asunto planteado, y dado que el objeto de la solicitud 
de acceso a la información que la motiva consiste en once preguntas de diferente 
contenido y alcance, resulta necesario para su resolución agruparlas por materias. 
 
De este modo, en primer lugar, por lo que respecta a las cuestiones contenidas  en 
las letras a), b), g) e i) hay que partir de la circunstancia que, según se desprende 
de su preámbulo, la LTAIBG tiene por objeto “ampliar y reforzar la transparencia de 
la actividad pública, regular y garantizar el derecho de acceso a la información 
relativa a aquella actividad y establecer las obligaciones de buen gobierno que 
deben cumplir los responsables públicos así como las consecuencias derivadas de 
su incumplimiento”. De este modo, su artículo 12 reconoce el derecho de todas las 
personas a acceder a la “información pública”, en los términos previstos en el 
artículo 105.b) de la Constitución y desarrollados por dicha norma legal. Por su 
parte, el artículo 13 de la LTAIBG define la “información pública” como “los 
contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en 
poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y 
que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones”. 
 
A tenor de los preceptos mencionados cabe advertir que el concepto de 
información pública que recoge la Ley de transparencia, en función del cual puede 
presentarse una solicitud de acceso, se refiere a información de la que disponga 
un organismo o entidad de los sujetos a la Ley en el momento en que se produce 
la solicitud. Y ello, para garantizar el objetivo que persigue la norma que no es otro 
que “ampliar y reforzar la transparencia de la actividad pública, regular y garantizar 
el derecho de acceso a la información relativa a aquella actividad” -artículo 1 de la 
LTAIBG-. Partiendo de esta pr3emisa, lo cierto es que, con relación a las 
solicitudes contenidas en las letras a), b), g) e i) cabe desestimar la reclamación 
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presentada, dado que no se pretende obtener “información pública” en las términos 
de los artículos 12 y 13 de la LTAIBG, sino el posicionamiento de un órgano 
administrativo con relación a un concreto sector material de actividad 
administrativa. 
 

4. En segundo lugar, en cuanto respecta a las materias contenidas en las letras d), f), 
h), j) y k) cabe advertir que todas ellas tienen un nexo común como es el de 
tratarse de información de naturaleza presupuestaria.  
 
De acuerdo con esta premisa, la información relativa a los presupuestos  
constituye una información de carácter económico o presupuestario de las 
previstas en el artículo 8.1.d) de la LTAIBG que debe ser publicada con carácter 
obligatorio por los entidades enumeradas en el artículo 2.1.a) de la LTAIBG, entre 
las que se encuentran los Ayuntamientos. En concreto, se prevé que se publiquen 
“Los presupuestos, con  descripción de las principales partidas presupuestarias e 
información actualizada y comprensible sobre su estado de ejecución y sobre el 
cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestarias y sostenibilidad 
financiera de las Administraciones Públicas”. 
 
La circunstancia de que se configure como una obligación de publicidad activa la 
publicación del presupuesto municipal en los términos acabados de reseñar no 
excluye, evidentemente, que cualquier persona pueda solicitar el acceso a esa 
información, pudiendo la administración, en tal caso, optar por alguna de las dos 
siguientes soluciones.  
 
En primer lugar, la administración municipal puede remitir al solicitante a la 
dirección URL en la que se encuentra publicada la misma. En este caso, según se 
desprende del Criterio de este Consejo CI/009/2015, de 12 de noviembre de 2015, 
hay que tener en cuenta que, 
 

“En ningún caso será suficiente únicamente la remisión genérica al portal o a la 
sedes o página web correspondiente. Es necesario que se concrete la 
respuesta. Ésta podrá redireccionarse a la información de publicidad activa 
siempre que, tal información satisfaga totalmente la información solicitada pero 
deberá señalar expresamente el link que accede a la información y, dentro de 
este, los epígrafes, capítulos, datos e informaciones exactas que se refieran a 
lo solicitado, siendo requisito que la remisión sea precisa y concreta y lleve, de 
forma inequívoca, rápida y directa a la información sin necesidad de requisitos 
previos, ni de sucesivas búsquedas”. 

 
Mientras que la segunda posibilidad de la que dispone la administración consiste 
en facilitar copia del presupuesto de que se trate al solicitante de la misma.  
 
En el caso que ahora nos ocupa, no consta que por la administración municipal se 
haya llevado a cabo alguna de las dos posibilidades aludidas. En efecto, en el 
expediente no obra contestación alguna de la administración municipal al ahora 
reclamante con relación a la información solicitada, de modo que, atendiendo a los 
argumentos anteriores procede estimar la presente reclamación con relación a la 
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